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INTRODUCCIÓN

Pa rtiendo de que es imposible ab o rdar todos los pro blemas de
una fi g u ra tan compleja como el crédito hipotecario en una única
m o n ogra f í a , nos ceñimos a destacar algunas cuestiones que por su
p e rsistencia (condiciones ge n e rales de los préstamos hipotecari o s ) ,
utilidad (realización del valor del bien hipotecado) o actualidad (cos-
te económico y protección de los dere chos de la intimidad) mere-
cen una mención ap a rt e. La sistemática a seguir para su análisis
atiende a los dos momentos cl ave de todo crédito hipotecari o : s u
nacimiento y su fin. El uno porque es determinante de su ex i s t e n-
cia y contenido. El otro porque pone en funcionamiento toda la ma-
q u i n a ria procedimental diri gida al cobro del crédito ga ra n t i z a d o .

En torno a la temática seleccionada se ab o rdan cuestiones de
gran interés, como la falta de cl a ridad de las escri t u ras que han pa-
sado a ser un conglomerado de datos jurídicos, h i p o t e c a rios y, s o b re
t o d o , c o n t ables. Esta oscuridad es debido a la ausencia de vo l u n t a d
de una de las partes a la hora de negociar este contrato con ga ra n t í a
h i p o t e c a ria. Estamos inmers o s , dice CA Z O R L A PR I E TO, en la socie-
dad de consumo, en que los bienes están, cada vez más, en manos
de las grandes sociedades que desde sus posiciones priv i l egiadas im-
ponen su ley, fo rmalizando sus relaciones jurídicas por la vía del
c o n t rato de adhesión, la indefensión del consumidor y los abusos co-
metidos con él han llegado así a situaciones insospech abl e s 1.

1 La Dire c t iva 87/102/CEE, de 22 de diciembre de 1986, re l at iva a la ap rox i-
mación de las disposiciones lega l e s , reg l a m e n t a rias y administrat ivas en mat e ria de
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La refundición de la legislación de consumo y la re fo rma del
m e rcado hipotecario han prestado at e n c i ó n , como no podía ser de
o t ra manera , a esta pro blemática contractual marcándose como ob-
j e t ivo la modernización del régimen de protección mediante la bús-
queda de la tra n s p a rencia. A ambas disposiciones, al RDL 1/2007
de 16 de nov i e m b re y a la Ley 41/2007 de 7 de diciembre, nos re-
fe rimos a lo largo del presente estudio.

Los contratos de crédito hipotecario quedan sometidos a la le-
gislación especial sobre condiciones ge n e rales de la contratación y
de defensa del consumidor, s i e m p re que las condiciones re d a c t a d a s
por el pro fesional sean incorp o radas a una pluralidad de contrat o s ,
a c eptadas sin que exista negociación y el destino de lo prestado o
del crédito disponible sea ajeno a la actividad pro fesional. El ca-
rácter abu s ivo de una ga rantía vendrá dado por su carácter no pro-
p o rcional al ri e s go asumido, atendidas todas las circunstancias que
rodean al contrat o .

A b o rdamos los cri t e rios ge n e rales para determinar la abu s i-
vidad de una condición. No nos centramos en la cat a l ogación de
cl á u s u l a s , sino que vamos más allá fijando parámetros que per-
mitan evaluar cualquier condición o pacto. Este examen es desde
una pers p e c t iva civ i l , sin entrar en cuestiones fiscales o merc a n-
t i l e s .

H ay que tener presente que la legislación de consumo ha in-
t roducido re fo rmas en la legislación hipotecaria aumentando la in-
fo rmación y el asesoramiento que Notarios y Regi s t ra d o res deb e n
dispensar acerca del cumplimiento de la ley, c o n t rol y conoci-
miento del contenido de las condiciones ge n e rales y de los medios
más adecuados para la consecución del fin pers eguido por el inte-
re s a d o .

La accesibilidad de las escri t u ras depende de la redacción de sus
cláusulas pero también de la info rmación que in situ facilite el No-

1 4 Rosa M. Anguita Ríos

crédito al consumo ( D O C E núm. L 42, de 12 de feb re ro de 1987), e s t ablecía entre
sus objetivo s : a ) P rotección al consumidor frente a los abusos del prestamista (que
puede ser una entidad crediticia o un comerciante) y, b ) a rmonizar las condiciones
ge n e rales de los Estados miembro s , a fin de unificar y facilitar la obtención de cré-
dito por parte del consumidor en un Estado distinto del suyo. Si bien es cierto que
los créditos al consumo no suelen ser avalados con hipoteca, sus normas va l d r í a n
como ori e n t a d o ras en la protección del consumidor.
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t a rio. Es decir, h ay que buscar una cl a ra redacción e interp re t a c i ó n
fi e l , y no meramente semántica, de lo que allí se re fleja. Este tra-
b a j o , lejos de re c oger una crítica al papel del Notari a d o , lo que hace
es potenciar su intervención gracias a su faceta info rm a d o ra y ase-
s o ra .

Por consiguiente, en el control ex t rajudicial de las condiciones
abu s ivas destaca el papel del Notari o , próximo a las partes y a la re-
dacción del documento públ i c o , c o nv i rtiéndose en un elemento más
de la protección del consumidor. Controla la lega l i d a d, a s e s o ra téc-
nicamente sobre el contrato que se celeb ra y ga rantiza el grado de
conocimiento y consentimiento válido sobre el negocio. La info r-
mación que suministra el Regi s t rador va diri gida a posibilitar la ins-
c ripción del dominio o del dere cho real. El Notario atiende al do-
cumento en todo su conjunto técnico-jurídico para ex p l o rar el interés
y voluntad de los sujetos, aspectos que no puede va l o rar el Regi s-
t rador de la Pro p i e d a d.

No obstante, las re fo rmas legales no le otorgan nu evos podere s
al Regi s t rador para consolidar la protección del pre s t at a rio suscri p-
tor de un contrato de crédito hipotecario. Su control alcanza a la ca-
l i ficación de la escri t u ra públ i c a , p a ra que a través de los pri n c i p i o s
de determinación y legalidad ap recie la buena fe y el equilibrio de
las prestaciones. El Regi s t rador puede ap reciar las bases concep-
tuales de una cláusula abu s iva pero no es competente para va l o ra r
su nu l i d a d, ya que desconoce las part i c u l a ridades del servicio o del
bien que se contrat a , ni puede re i n t egrar el contenido del contrat o
p a ra suplir la ausencia de la estipulación sancionada. Las medidas
que puede adoptar consisten en denegar la inscripción de la cl á u s u-
la cuando ha sido decl a rada nula judicialmente o cuando así la con-
s i d e ra la Ley, s i e m p re que no afecte a la integridad del contrat o ,
conceder un plazo para la subsanación del defecto o decl a rar su ili-
c i t u d, nunca la nulidad del pacto.

La calificación regi s t ral permite dep u rar las escri t u ras públ i c a s
que acceden al Regi s t ro así como evaluar el interés de terc e ros en
obtener info rmación regi s t ral. Esto nos lleva a analizar los distintos
puntos de conexión entre la norm at iva regi s t ral y el dere cho a la pro-
tección de datos para confi rmar la suficiente protección de la pri-
vacidad que dispensa el Regi s t ro de la Propiedad aún después de la
i n fo rm atización de sus arch ivos y alertar del peligro que implica el

I n t ro d u c c i ó n 1 5
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acceso sin intermediación que autoriza la Ley a autori d a d e s , e m-
pleados o funcionarios públicos que actúen por razón de su ofi c i o
o cargo , de quienes se presume el interés en ave riguar el estado de
los bienes inmu ebles o dere chos reales inscri t o s .

Los avances de la info rmática y la existencia de empresas es-
pecializadas en la comercialización de datos personales han tra s l a-
dado un pro blema más al Regi s t ro respecto a la limitación de la in-
fo rmación regi s t ral en aras del dere cho a la intimidad. El que consulta
el Regi s t ro accede a la situación pat rimonial o económica del titu-
l a r, p e ro también a una info rmación algo más sensible pert e n e c i e n-
te a la esfe ra de la intimidad. Datos de la esfe ra íntima y privada de
las personas físicas o jurídicas que se ponen al descubierto ante ter-
c e ros ex t ra ñ o s , ante personas distintas a las que se ha depositado y
c o n fiado dicha info rm a c i ó n .

Así pues, destaca la importancia de la publicidad regi s t ral y el
d e re cho a la intimidad debido al desarrollo tecnológico de los Re-
gi s t ros de la Pro p i e d a d, la re l evancia del contenido inmobiliario pu-
blicado y el aumento de la titulación del crédito y la propiedad ur-
bana. El dere cho fundamental a la intimidad y el valor constitucional
de seg u ridad jurídica quedan entre m e z clados en la labor del Regi s-
t rador compelido a facilitar una info rmación cl a ra y ve raz de lo ano-
tado en los libro s , p ro t eger la intimidad del titular regi s t ral y per-
mitir al terc e ro el acceso al contenido regi s t ral de los dere ch o s
i n s c ri t o s .

Tras su análisis podremos concluir que no son necesarios otro s
mecanismos que los facilitados por el Regi s t rador para pro t eger la
intimidad del titular regi s t ral. El consentimiento del titular del de-
re cho únicamente se re q u i e re para aquello que escapa a la fi n a l i-
dad del Regi s t ro y, por ende, de la autoridad del Regi s t ra d o r. El
i n t e resado tiene que acreditar que tiene un interés legítimo de acuer-
do con el sentido y función de la institución regi s t ra l , que va l o ra-
rá este funcionario público y arch ivará durante un período de tre s
a ñ o s .

Con re l at iva frecuencia el valor inicial que se le otorga al in-
mu eble deja mu cho que desear llegado el momento de su re a l i z a-
c i ó n : unas veces porque la subasta no es el medio ideal para man-
t e n e rl o , y otras porque durante el largo período de vida del crédito
h i p o t e c a rio resulta difícil mantener la finca en su integridad mat e-

1 6 Rosa M. Anguita Ríos
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rial y ab s t ra c t a , con un equilibrado rendimiento pro d u c t ivo y sin
gravámenes que empeoren aún más la situación de la finca frente a
t e rc e ros adjudicat a rios. Por estos motivos nos ocupamos de esa fa s e
de ejecución manteniendo el cri t e rio inicial de análisis de todas aque-
llas cuestiones que rodean el comienzo y el fin del crédito hipote-
c a ri o .

Tomamos en consideración la realización de va l o r, pues siem-
p re se ha considerado como asignat u ra pendiente, p e r filando los nu e-
vos sistemas que re c oge la Ley diri gi d o s , s egún la intención del le-
gi s l a d o r, a agilizar las ejecuciones judiciales, atender de fo rma más
s at i s fa c t o ria los intereses de acre e d o res y deudore s , intentando lle-
gar al mayor número posible de personas. No obstante, la subasta
judicial sigue siendo la vía pre fe rente del ejecutante y del ejecuta-
do consecuencia de su nu eva regulación y de la desconfianza que
aún levantan los nu evos sistemas.

La entrada en vigor de la Ley de Enjuiciamiento Civil dio luga r
a una re e s t ru c t u ración norm at iva de la hipoteca en fase ejecutiva .
La realización de valor de este dere cho real se ha trasladado a la ley
p ro c e s a l , ex c epto su ejecución notari a l , respaldada por la nu eva re-
dacción del art. 129 de la LH, que mantiene su regulación en el Re-
glamento hipotecario a la espera de una re fo rma que la adapte a las
nu evas pautas de la ejecución.

La legislación procesal ha sido respetuosa con las especialida-
des derivadas de los principios hipotecarios y ha ahondado en la no-
t i ficación a terc e ros. No obstante, podía haber regulado las modifi-
caciones en la va l o ración de los bienes antes de la ejecución para
a d ap t a rlos a las circunstancias físicas existentes permitiendo un ma-
yor rendimiento del bien, y haber hecho ex t e n s i ble la hipotecab i l i-
dad del dere cho del re m ate a la subasta privada o el convenio pri-
vado de realización una vez ap robado por el Ju e z .

También re c ogemos una breve re fe rencia a la ejecución notari a l
h i p o t e c a ri a , s o b re la que consideramos que no es un ve rd a d e ro pro-
ceso de ejecución, sino una altern at iva para la realización de va l o r
l egitimada en el ius distra h e n d i del acreedor hipotecario. Medidas
p a ra incentivar la utilización de este sistema de ejecución serían que
el Notario pueda continuar con la tramitación aunque no haya ex i s-
tido contestación al re q u e rimiento de pago del deudor y que, a ú n
siendo conve n i e n t e, no se trate como condición indispensable su

I n t ro d u c c i ó n 1 7
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p revisión en la escri t u ra de constitución para el ejercicio de la eje-
cución notari a l .

Con la efe c t ividad de la hipoteca ante el incumplimiento de la
o bl i ga c i ó n , a través del procedimiento de ejecución directa de bie-
nes hipotecados y de la ejecución notarial hipotecari a , se cierra el
p resente trabajo que desarrollamos a continu a c i ó n .

1 8 Rosa M. Anguita Ríos
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